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Con la elección del Presidente Luís Inácio Lula da Silva se dieron pasos relevantes para la valorización de los principios de la función social de la ciudad y de la propiedad, la gestión democrática de las ciudades y el reconocimiento del derecho a la ciudad como marco conductor de las políticas nacionales del desarrollo urbano. Todo lo anterior se llevó a cabo en el marco de la creación del Ministerio de las Ciudades, del Consejo Nacional de Ciudades y la realización de las Conferencias Nacionales de Ciudades.

Aún así, los avances ocurridos en esas políticas nacionales en contra de la desigualdad social y territorial en las ciudades no han sido aún implementados adecuadamente por los gobiernos municipales. Todavía es necesario incorporar como meta e indicador el cumplimiento de la función social de la propiedad y el derecho a la ciudad en la solución adecuada de los conflictos colectivos de tierra urbana como son los que en la actualidad se están viviendo en las áreas ocupadas por la población de bajos ingresos afectadas por las obras de la Copa Mundial de Fútbol.
Algunos factores deben ser considerados para lograr una efectiva aplicación de la política nacional de desarrollo urbano que contemple la función social de la ciudad y de la propiedad como valores fundamentales que deben ser observados y realizados para solucionar los conflictos colectivos de tierra urbana:

- El Programa “Mi Casa Mi Vida”, a partir de 2009 transfirió más de 20 billones de reales para la construcción de 2 millones de viviendas en las ciudades, sin condicionar los proyectos de esas viviendas a la aplicación de las herramientas destinadas al cumplimiento de la función social de la propiedad,  lo que tuvo como efecto la producción de una gran parte de las viviendas en regiones periféricas de las ciudades.

- La realización de mega eventos internacionales, en especial la Copa Mundial de Fútbol, en 2014, en 12 ciudades brasileñas como São Paulo, Belo Horizonte, Porto Alegre, Curitiba, Fortaleza, Recife, Salvador, y la realización de las Olimpiadas, en 2016, en Rio de Janeiro, que impactan en la población, sobre todo la más pobre, sin que se consideren los principios del derecho a la ciudad.
- El predominio de la democracia representativa sobre el sistema de democracia participativa en los procesos de decisiones sobre los mega-proyectos de desarrollo urbano.
- La ausencia de una política sobre conflictos de tierras. Estos están en aumento, llevando a violaciones de los derechos humanos en las comunidades  afectadas por la implementación de las obras relacionadas a los mega- eventos.    

Las manifestaciones que se vivieron en el país en el mes de junio de 2013 empezaron con reivindicaciones específicas del movimiento “pase libre” que expresó el descontento provocado por el aumento de las tarifas del transporte público urbano. En un segundo tiempo, estas reivindicaciones se amplificaron, trayendo de forma difusa una agenda sobre el derecho a la ciudad, con base en las siguientes reivindicaciones:

· Reforma política fortaleciendo la democracia directa y participativa -Derecho a la manifestación en espacios públicos;

· Los recursos públicos deben ser priorizados para las necesidades de los habitantes de las ciudades y no para grandes obras como remodelación y construcción de Estadios de Fútbol;

· Impedir el desalojo o desplazamiento de habitantes de sus viviendas en razón de la implantación de proyectos inmobiliarios y obras de los mega-eventos de la Copa del Mundo y las Olimpiadas.

La V Conferencia Nacional de las Ciudades, realizada entre el 20 y 24 de noviembre de 2013 en São Paulo bajo el título de “Quien cambia la ciudad somos nosotros: ¡Reforma Urbana ya!”, tuvo como uno de sus principales temas las políticas de incentivo e implementación de instrumentos de promoción de la función social de la propiedad.

El Foro Nacional de Reforma Urbana presentó y defendió en ese marco un conjunto de medidas para la promoción de la función social de la ciudad y de la propiedad
, muchas de las cuales fueron aprobadas por la Conferencia. Entre ellas resaltan:
· Realizar un censo de tierras para mapear los vacíos urbanos e inmuebles desocupados en áreas públicas e privadas. 

· Instituir e implementar, hasta el final de 2014, la política de prevención y mediación de conflictos de tierras, para evitar los desalojos y situaciones de violencia en ocupaciones urbanas y rurales.
· Proponer un proyecto de ley que, en situaciones de conflictos de tierra, establezca la no concesión de la reintegración de tenencia sin la garantía de audiencia, medición y comprobación del cumplimiento de la función social de propiedad.

· Proponer  un proyecto de ley que establezca el régimen jurídico de la tenencia social, para concretizar plenamente el derecho a la vivienda digna.
La disputa política sobre los modelos y visiones de ciudad que puedan ser favorables a la plataforma del derecho a la ciudad y la reforma urbana contemplada en los marcos referenciales de las políticas nacionales, van a depender de posibles alianzas o coaliciones entre los movimientos urbanos tradicionales que luchan por ciudades justas, democráticas y sustentables con los movimientos emergentes que pueden renovar e innovar las prácticas de ciudadanía, de solidaridad, organización y movilización social.

Esta adhesión pasa por la solidaridad y el apoyo a las comunidades de bajos ingresos y grupos sociales vulnerables que promueven acciones (en el ámbito administrativo y judicial) y movilizaciones en defensa del derecho a la ciudad y de la vivienda adecuada. Tenemos que valorizar las luchas, articulaciones y movilizaciones internacionales entorno al derecho a la ciudad teniendo como basa a la Carta Mundial del Derecho a la Ciudad, así como las investigaciones, estudios, encuentros y campañas internacionales sobre el mismo que tienen como pauta estratégica el desarrollo de la función social de la ciudad y de la propiedad. Todas estas estrategias tendrán que ser incentivadas en los próximos años, principalmente para el proceso de la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre Asentamientos Humanos – Habitat III en 2016. 

El corazón de la próxima agenda urbana global tiene que ser la promoción de ciudades justas, democráticas y sustentables, con una plataforma diversa de movimientos y organizaciones que luchan a favor del derecho a la ciudad.
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�	 “Por la función social de la propiedad urbana: la ciudad no es un negocio, la ciudad es de todos nosotros” disponible en www.forumreformaurbana.org.br





